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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Carlos Enciso Christiansen. 


MIEMBROS: Señores Representantes Richard Charamelo, Rodrigo Goñi Romero, Gustavo Guarino, 
Aníbal Pereyra, Hermes Toledo Antúnez y Homero Viera. 


CONCURRE: Señor Representante Gustavo A. Espinosa. 


INVITADOS: — Por el Centro de Bodegueros del Uruguay, ingeniero agrónomo Ricardo Varela Estellano, 
Presidente. 


Por la Mesa Coordinadora de la Granja, señores Francisco Zunino, enólogo, Remo di 
Leonardi, Mario Favretto y profesor Fernando Cenni. 


SEÑOR PRESIDENTE (Enciso Christiansen). Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión continúa, en el día de hoy, con el tratamiento de la modificación en la estructura y 
funcionamiento del Instituto Nacional de Vitivinicultura. En ese sentido, venimos recibiendo a entidades 
directamente involucradas a la temática. En esta oportunidad, terminando una ronda primaria, recibimos con 
mucho gusto al ingeniero agrónomo Ricardo Varela Estellano, Presidente del Centro de Bodegueros del 
Uruguay, a quien agradecemos la participación. Luego de su exposición, haremos algún intercambio acerca 
de esta temática. 


SEÑOR VARELA ESTELLANO. El Centro de Bodegueros del Uruguay es una entidad de bodegueros 
que tiene 75 años de existencia y, además, está afiliada a la Cámara de Industrias del Uruguay. 


Nosotros queremos hacer un planteo realmente muy fuerte en contra de esta modificación de la ley, en el 
entendido de que se basa en algunos supuestos que no se corresponden con la realidad 


En primer lugar, se invoca que en estos diecinueve o veinte años de existencia que tiene INAVI se han 
producido una serie de acciones que han sido negativas para el sector. Inclusive, se mencionan casos de 
irregularidades administrativas, financieras y contables muy graves. Llama mucho la atención que ellas 
surjan a partir de un estudio de la Auditoría Interna de la Nación cuando ese mismo año que se toma en 
cuenta y todos los estados contables de INAVI en todos los años de su existencia han sido auditados por el 


Tribunal de Cuentas y nunca habían recibido ninguna crítica de las dimensiones que allí se mencionan. 
Además, también en forma obligatoria, por ley, tiene que ser presentada anualmente una auditoría de una 
empresa externa; las más calificadas empresas en el mercado uruguayo han llevado adelante estas tareas y 
nunca han encontrado este tamaño de infracciones que aquí figuran. Lógicamente, los estados contables del 
INAVI han sido aprobados año a año por su Consejo Directivo, integrado también por delegados del sector 
público: Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería y de Economía y 
Finanzas. 


Todas estas observaciones han sido oportunamente contestadas por las actuales autoridades, por el actual 
Presidente de INAVI, a la Auditoría Interna y no se ha recibido ninguna respuesta 


Entendemos que son muy graves las acusaciones que se hacen allí y tanto es así que, de confirmarse, debería 
llevarse a la Justicia muchas de las cosas que se dicen. Consideramos que no corresponden a la realidad 
porque es algo totalmente aislado en una organización que viene funcionando desde hace veinte años y que 
siempre ha recibido observaciones menores de forma en lo que refiere a su funcionamiento. 


Por otro lado, existe lo que se podría llamar "prueba del nueve". Algo que todo el mundo puede ver y está 
más allá de las palabras que yo pueda decir, es la evolución que ha tenido la viticultura uruguaya en estos 
veinte años desde la creación de INAVI. Nadie podría razonar adecuadamente que eso es producto de un 
organismo que, como se pretende hacer ver acá, ha estado funcionando bajo tal corrupción o ineficiencia. De 
un organismo así no podría surgir el cambio, la revolución que la viticultura ha tenido. Eso no es algo que 
decimos nosotros que estamos en el tema, sino que lo conoce toda la población uruguaya y que está 
demostrado por la calidad de los vinos y por los premios que se han obtenido en el extranjero. Hay cosas para 
mejorar; por supuesto que en toda organización humana siempre las hay. Pero aquí se plantean cambios 
radicales que, además, constituyen la base del buen funcionamiento del Instituto durante estos años, siempre 
hablando en líneas generales. Además, cuando la ley se votó recibió la aprobación de todos los 
parlamentarios de aquella época, incluidos varios de los que actualmente ocupan cargos importantes en el 
Gobierno. La conformación del Consejo Directivo tiene un grado importante de representatividad del sector 
privado, lo cual ha imprimido una mecánica de "aggiornamiento" a la producción vitivinícola uruguaya, que 
antes estaba basada en una oficina que dependía del Estado y que no llevaba adelante planes de promoción o 
de mejora de la calidad de los vinos, ni siquiera los fundamentos básicos que deben ser el contralor de la 
genuinidad del producto. Todo eso se ha venido haciendo de una forma muy buena por parte de INAVI en 
estos últimos años. Todo el pueblo uruguayo es testigo de la mejora de la calidad del vino uruguayo y eso es, 
primero que nada, porque se asegura la genuinidad del producto que se le ofrece al consumidor. Además, ha 
habido una serie de planes de apoyo que han llevado a que los vinos uruguayos estén en el extranjero. Todo 
eso ha sido posible, lógicamente, por la iniciativa de los privados, coordinada a través de un Instituto donde 
se pueden hacer los planteos del sector privado, y donde también están los delegados públicos, que son los 
que velan por los intereses de la comunidad en general. Ahora se pretende reducir esa integración, trayéndola 
de seis a tres. 


Por lo tanto, teniendo en cuenta que el Presidente desempataría en caso de empate en la toma de decisiones, 
el Estado pasaría a tener el control de todo lo que se trate y discuta en INAVI. 


Entendemos que esto hace perder la dinámica y la representatividad que se le ha dado en las organizaciones 
privadas, en el Consejo de INAVI y en su funcionamiento, y nos retrotrae a la etapa que yo mencionaba, de 
hace más de veinte años, en la cual todo el funcionamiento estaba regido por la órbita estatal y, 
lamentablemente, no funcionaba en la forma en que debía y como se demostró que podía funcionar con esa 
incorporación del sector privado. Además, este ejemplo ha sido tomado y volcado en otros institutos como el 
INAC y el INASE, que en su estructura también cuentan con mayoría de delegados privados, inclusive, en 
algunos casos, en una relación mayor que la que existe en el INAVI. Todo eso se ha hecho en virtud de la 
participación de los actores privados, a quienes importa económicamente la viabilidad de un sector y son los 
que mejor pueden aportar para que eso funcione. 


Al dejar de lado esto y, más aún, que lo proponga una fuerza política que siempre ha hecho caudal de lo que 
es la representatividad de todas las organizaciones, ya sean gremiales, de productores, de empleados, en el 
rubro de la enseñanza lo que sea ampliar la base de representación siempre ha sido considerado como 
positivo es ir en contra. Por eso entendemos que se está dando una marcha atrás. 


Por otro lado, también se quita la potestad a las organizaciones de productores y de bodegueros de ser ellas 
las que seleccionen a sus delegados, y se propone el régimen de voto secreto de todos los integrantes de la 
cadena productiva. Entendemos que eso también es dejar de lado uno de los postulados. Me refiero a que las 
organizaciones de base, de productores y las de todos los ámbitos de la sociedad, son las que tienen que 
elegir la forma en que son representadas en las distintas instituciones a las cuales son convocadas. Eso es lo 
que favorece que haya un interés de participar activamente en las gremiales. 


Si vamos a una votación no se sabe a quién van a responder esos delegados, porque no son propuestos ni 
pertenecen a una organización, sino que son elegidos por una cantidad de gente. Después no van a existir las 
instancias como son las gremiales en las que se pueda articular entre los delegados y las personas a quienes 
ellos representan. Por eso creemos que tampoco es conveniente ese sistema de selección. Sí entendemos que 
es adecuado establecer un cambio en la integración y un mecanismo por el cual las organizaciones que 
integren el Consejo del INAVI sean aquellas que puedan invocar una representatividad importante en el 
sector, ya sea a través del número de integrantes que tienen como del volumen de producción que 
representan. Entendemos que eso es lo lógico, porque sin duda con el correr de los años existen 
organizaciones que van perdiendo fuerza y aparecen otras nuevas, por lo que es necesario que haya una 
renovación para que las personas sean siempre representativas de un sector importante de la producción. 


También se dice que el sistema actual permitiría la perpetuación de los mismos delegados en el Consejo del 
INAVLI. Simplemente, hay que ver la lista de las decenas de personas que han ocupado cargos para constatar 
que no es así. Además, es fácilmente remediable, estableciendo algún mecanismo que impida que por más de 
un período pueda ser reelecta una persona en el cargo. 


Se menciona como algo negativo que en muchos casos existen delegados que pertenecen o están vinculados 
tanto a la producción de uva como a la elaboración de vino. Parecería que si no se es químicamente puro, es 
decir, exclusivamente productor de uva o elaborador de vinos, no se tienen las suficientes garantías como 
para que esa representatividad sea buena. Hoy en día pasa en el Uruguay y en todo el mundo la industria 
vitivinícola es una de las más integradas horizontalmente. ¿Por qué? Porque cada vez es más importante que 
la producción de la materia prima esté muy vinculada a la elaboración del producto final. Por lo tanto, lejos 
de ser un perjuicio, se ve muy favorable que haya una integración entre la producción primaria, inclusive, 
hasta llegar al consumidor. Eso, lejos de ser un problema, es una fortaleza que tiene este sector. Me refiero a 
que haya una integración total en la cadena productiva. No se puede argumentar que eso es un factor que crea 
dificultades en el funcionamiento del Instituto. 


También se hace mención a que es incompatible que el Consejo de Administración con participación de los 
delegados privados puedan establecer sanciones a aquellas empresas que no cumplen con las normativas así 
está funcionando hasta ahora, porque estaría implicando que los mismos delegados de los sancionados fueran 
los que pusieran las multas. Esta fue una de las grandes discusiones por las cuales algunas personas, cuando 
se aprobó la ley_ de INAVI, entendieron que eso podía constituir un escollo. La práctica ha demostrado que no 
ha sido así y que las delegaciones que han integrado el Consejo de INAVI siempre han velado por ser muy 
estrictas. Inclusive, muchas veces lo han sido más que los propios delegados públicos en lo que tiene que ver 
con la aplicación de las sanciones, en el entendido de que sanear este sector de aquellas empresas que no 
realizan las cosas conformes a la ley y que, por lo tanto, establecen una competencia desleal, es la mejor 
forma de mejorar todo el sector vitivinícola. Esto es lo que se ha venido haciendo y es uno de los factores que 
ha contribuido enormemente a la mejora de la calidad y la producción de los vinos uruguayos. Esto ha sido 
una preocupación permanente. Tanto es así que hace pocos años INAVI incorporó un equipo de última 
generación que se utiliza en Europa lo tienen Argentina y Brasil que permite analizar el vino y detectar el 
origen del alcohol, a fin de saber si fue producto de la fermentación de la uva o de un agregado de alguna 
sustancia que no está permitida. Estamos hablando de la última tecnología, y eso es, precisamente, porque 
permanentemente se está velando por el interés de hacer el producto vino lo más genuino posible. 


En lo que tiene que ver con las sanciones, se han aplicado sanciones muy fuertes en todos estos años. 
Inclusive, se ha entendido que había casos de reincidencia muy graves para los cuales sería necesario la 
aplicación de multas de mayor monto, pero el Ministerio entendió que eran de un monto muy elevado, que 
podían llegar a considerarse confiscatorias y, por lo tanto, no fueron aprobadas esas modificaciones. Con esto 
estoy queriendo demostrar que el sector privado siempre ha sido el más interesado en que se sea inflexible 
con aquellas empresas que no se ajustan a la normativa legal. 


Por último, haciendo referencia a lo que ha significado la mejora y el prestigio que ha ganado la viticultura 
uruguaya, quiero mencionar que en el año 1995 se hizo en Punta del Este la Asamblea Anual de la 
Organización Internacional de la Viña y el Vino, que es la máxima entidad mundial que nuclea a los países 
productores de uva y de vino. Generalmente, esa reunión se hace en algún país del primer mundo, del viejo 
continente, pero en esa oportunidad una de las pocas se hizo nada menos que acá, en Uruguay. Eso se debió, 
precisamente, a que a nivel internacional ya se había generado esa imagen de mejora de la calidad y de la 
forma de trabajo de la viticultura uruguaya. Por eso, esta Organización, que es la más prestigiosa a nivel 
mundial, aceptó hacer la reunión acá, en Uruguay. En esa oportunidad, recibimos la visita de técnicos y de 
productores de todas partes del mundo, y podemos decir con mucho orgullo que mostramos los viñedos y las 
bodegas uruguayas, dimos a probar nuestros vinos y nos sentimos reconfortados porque todos recibieron muy 
buenos elogios. Pienso que este es un elemento más que demuestra que, más allá de los ajustes que fuera 
necesario realizar en un Instituto que ya cuenta con veinte años de funcionamiento, no se justifica cambiar las 
bases primordiales sobre las cuales ha venido funcionando: la integración y la representatividad de sus 
delegados en el Consejo de Administración. 


SEÑOR CHARAMELO.- Agradezco al ingeniero Varela Estellano la exposición que brindó. 


Es una de las últimas personas que viene en representación de las diferentes gremiales. Por las exposiciones 
que se han vertido, queda claro que absolutamente todas las gremiales vinculadas con el sector vitivinícola 
han dicho lo mismo. Inclusive, en todas ellas ha habido una importante autocrítica en cuanto a que, quizás, sí 
sea conveniente analizar la representatividad que tienen algunas de las gremiales que forman el Consejo 
Directivo del INAVL, reconociendo que la representatividad de algunas gremiales que la integran puede no 
condecir con la realidad, como es el caso de las cooperativas. Cuando la Ley de INAVI fue creada había once 
cooperativas, pero hoy solo quedan una o dos en funcionamiento. Realmente, todas han coincidido en que el 
hecho de que el Consejo Directivo del INAVI esté integrado, en su gran mayoría seis miembros de nueve, por 
las gremiales, no impide que el lineamiento político del Gobierno de turno marque las pautas de conducción 
y el estilo que desee, porque nunca han sido obstáculo. Partiendo de esa base, me gustaría saber si esto es así, 
si las gremiales son obstáculo para que el Gobierno marque el lineamiento que considere que debe llevar 
adelante. 


Por otra parte, quiero formular una pregunta. Quiero saber si cuando se habla de las denuncias o de lo que se 
marca como irregularidades por parte del Poder Ejecutivo, se está tomando como referencia lo que se expresa 
en la exposición de motivos u otras expresiones. Al principio, el invitado mencionó que ello no condecía con 
la situación del INAVI, los estudios del Tribunal de Cuentas, de las auditorías privadas o de la Auditoría 
Interna de la Nación. Entonces, quiero saber si se hace mención a las irregularidades solo por lo que se 
expresa en la exposición de motivos, en la que se hace referencia a irregularidades, falta de controles y 
demás, o si responde a otras expresiones que se hayan vertido por parte del Gobierno. 


Asimismo, quiero saber si las gremiales llevarán adelante alguna iniciativa que esté referida a una denuncia, 
porque el invitado comentaba que si había denuncias graves, se deberían presentar ante la Justicia; por un 
lado, se denuncia pero, por otro, la auditoría no constata esas irregularidades. Entonces, queremos saber cuál 
es la opinión de las gremiales. 


SEÑOR VARELA ESTELLANO.- En lo que tiene que ver con lo que significa la integración en 
mayoría de las gremiales privadas y con el hecho de que ello pudiera implicar algún escollo al 
funcionamiento del INAVI, me remito a la práctica, donde no ha sido así. Aun en el disenso, siempre ha 
habido un ámbito de relacionamiento muy fluido entre los delegados públicos y privados. Además, no 
nos olvidemos de algo fundamental: INAVI es un organismo preceptivo del Poder Ejecutivo a través de 
su vinculación con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. La última palabra siempre la tiene 
el Gobierno, el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y de su 
Ministro. ¿Por qué? Porque INAVI no dicta decretos ni mucho menos leyes. El INAVI solo puede 
dictar algunas normas que tengan que ver con el funcionamiento del sector. Las grandes líneas, las 
políticas, podrán ser sugeridas por el INAVÍI, pero la última palabra la tendrá siempre las autoridades 
del Gobierno. O sea que nunca podrá haber un avasallamiento de los privados ante lo que pudieran 
estar buscando en su interés particular, pasando por encima del interés de toda la sociedad. ¿Cuál es la 
diferencia? Que cuando hay una buena representatividad de los sectores privados se genera un buen 
fermento, un caldo de cultivo importante, en el que se pueden volcar las distintas inquietudes. Además, 


en ese ámbito se pueden manejar los distintos intereses, que muchas veces pueden ser antagónicos, y 
llegar a una conclusión de forma de que cuando se eleve una propuesta al Ministerio ya cuente con la 
aprobación del Consejo del INAVI, con lo que ello significa en cuanto a la representatividad de los 
distintos sectores que están involucrados. De esa forma, no se estaría llevando un problema al 
Gobierno, sino que se presentaría algo que ya se discutió en un ámbito adecuado, como el Consejo del 
INAVI. Para ello, es fundamental que la representatividad sea importante en ese Consejo; de lo 
contrario, lo que puede suceder es que haya voces que se consideren que no están representadas y 
estarán por fuera, tratando de hacer conocer su posición. 


En lo que tiene que ver con las denuncias, quiero decir que me refiero tanto a la exposición de motivos que se 
presentó con esta modificación a la Ley del INAVI como a la discusión que se dio en el Senado en el 
momento en que se trató esta iniciativa, donde se hicieron denuncias mucho más graves; tanto es así que el 
señor Senador Gargano, cuando tomó conocimiento de ello, dijo que si los hechos eran de la gravedad que 
allí se denunciaba, deberían ser denunciadas ante la Justicia, porque se estaba hablando de fraudes muy 
grandes. Lo que nosotros sostenemos es que resulta muy difícil de comprender que sobre la auditoría del año 
2005 se puedan hacer esas denuncias tan graves, cuando tanto ese año como los demás Ejercicios del INAVI 
han sido auditados por el Tribunal de Cuentas, no apareciendo nunca denuncias de que se hubieran cometido 
irregularidades de la gravedad de las que se mencionan allí. Por eso, no hay consistencia en el hecho de que 
dos organismos pertenecientes al Estado puedan tener dos opiniones tan diversas, sobre los mismos estados 
contables, en cuanto a la integridad de la información que se maneja. 


SEÑOR CHARAMELO.- El Consejo Directivo actualmente está formado por nueve miembros, de los 
cuales seis son de las gremiales privadas y tres pertenecen al Gobierno, a los Ministerios de Economía y 
Finanzas, de Industria, Energía y Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca, que tiene la 
Presidencia del Instituto. Por lo tanto, quisiera saber si los balances en los que hubo irregularidades 
contaron con el voto del Gobierno. ¿Firmaron esos balances como buenos? Cuando se habla de 
irregularidades, a veces no se entiende cómo los representantes del Poder Ejecutivo votan un balance 
que tiene irregularidades, que ahora se ponen de manifiesto, pero tampoco se denuncian. Quisiera 
saber la opinión de la gremial. 


SEÑOR VARELA ESTELLANO.- Estos estados contables son anualmente auditados por una 
auditoría externa privada que se contrata y recién después son evaluados por el Consejo de 
Administración de INAVI para su aprobación. Lógicamente, tienen que contar con los votos de los 
delegados públicos y de los privados. En ningún caso que yo tenga conocimiento los delegados privados 
votaron a favor y los delegados públicos en contra por estar en conocimiento de que se hubiera 
producido todas esas irregularidades. Ese estado contable no solo fue aprobado por todo el Consejo, 
sino que las observaciones también fueron contestadas puntualmente una a una por las actuales 
autoridades de INAVI a la Auditoría Interna de la Nación y no recibieron contrarrespuesta sobre las 
observaciones realizadas. 


SEÑOR VIERA.- Quiero sacar en limpio un par de cosas. Se expresa por parte del Centro de 
Bodegueros del Uruguay el desacuerdo con la transformación planteada en este proyecto de ley pero, si 
no me equivoco, hay dos cuestiones claras. Por un lado, se ve muy positiva la evolución paralela de la 
viticultura en estos veinte años de vida del INAVI. Por supuesto que siempre hay espacio para mejorar 
y retoques que se pueden hacer. Sin embargo, estos cambios que están proyectados se definen como 
radicales. Si no entendí mal, los dos elementos centrales que han volcado aquí es la desaparición de la 
presencia mayoritaria de los sectores productivos y el sistema eleccionario. 


SEÑOR VARELA ESTELLANO.- Así es. 

SEÑOR VIERA.- Entonces, la conclusión está bien sacada. 

SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- En cuanto a la inquietud del señor Diputado Viera, han manifestado 
desacuerdo con que la elección se haga mediante voto secreto y llegando a todos los involucrados en el 


tema. Han defendido que sean los representantes de las organizaciones quienes tengan la posibilidad de 
participar en la Dirección del INAVI. ¿Qué mecanismo se podría usar a los efectos de superar una 


dificultad que existiría en cuanto a la superposición de algunas empresas o personas que, siendo 
integrantes de una agremiación de productores, también integran la industria? Si esa situación fuera 
así, ¿cuál sería la sugerencia para superar esa dificultad? 


SEÑOR GUARINO.- En el caso concreto del sector que usted representa, que es el Centro de 
Bodegueros del Uruguay, ¿cómo fue elegido el delegado en la última oportunidad? Hago esta pregunta 
para tener una idea concreta de cómo es el mecanismo y qué representatividad ha tenido. Es más: ¿qué 
número de personas ha participado en la definición del delegado del Centro de Bodegueros del 
Uruguay, por ejemplo? 


SEÑOR VARELA ESTELLANO.- En lo que tiene que ver con la representatividad, estamos de 
acuerdo en que esté integrado por aquellas organizaciones más representativas. Para nosotros la 
representatividad está enfocada en dos formas fundamentales: el número de integrantes que una 
organización pueda tener y el volumen de uva o de vino que esa organización tenga en el contexto de la 
producción de todo el país. Entendemos que son los dos parámetros que se deben tener en cuenta. No 
es lógico que tenga más representación una agremiación que tenga un número muy grande de 
integrantes pero sea muy poco representativa en volumen, ni tampoco que nos vayamos hacia el otro 
lado, es decir que tenga más representación pocas empresas que tengan la concentración de la 
producción. Creemos que una combinación lo más equilibrada posible de ambos parámetros es la 
mejor forma de definir quiénes son los que tienen derecho a ocupar un lugar en el INAVI, pero siempre 
a través de organizaciones gremiales que estén integradas. 


Cuando se aprobó la ley de creación del INAVI y existían menos entidades que ahora, algunos de los lugares 
que ocupaban la Mesa de INAVI tenían nombre y apellido. Quiero decir que estaban destinados con nombre 
y apellido a determinada gremial u organización. Estamos dispuestos a que eso se modifique y que los 
lugares no tengan nombres de organizaciones, sino que sea la misma cantidad, y en igualdad de condiciones, 
de productores mayoritariamente de uva y de vinos, o sea que haya tres delegados de un lado y tres del otro. 
Después, esos tres lugares se tendrían que otorgar por jerarquía a aquellas organizaciones que estén en 
primer, segundo y tercer grado, de acuerdo con los parámetros que mencioné antes. 


Con respecto a que haya empresas que integran tanto organizaciones de productores de uva como 
elaboradoras de vino, eso no es un problema ni una dicotomía que no pueda ser manejable en el seno de esta 
producción, porque cada vez está más integrada. Tanto es así que muchos viticultores tienen acuerdo de 
proveer su materia prima a bodegueros, y así se ha establecido durante muchos años como forma de tener una 
corriente que asegure al industrial la posibilidad de contar siempre con una uva de buena calidad en el tiempo 
y al viticultor la colocación de la uva. Aun cuando sean empresas distintas, en los hechos se produce una 
integración productiva importante. Entonces, en esos casos la empresa podrá tener sus intereses cifrados en la 
producción de uva y también la posibilidad de discutir lo que tenga que ver con la elaboración de vino. Lo 
que no debería permitirse es que una empresa que por alguna circunstancia integre dos organizaciones de 
bodegueros pueda juntar su volumen de producción en ambas, porque de esa forma se estaría duplicando la 
fuerza que cada organización tiene. 


Es decir, aquella empresa que quiera ser representada como bodega, deberá elegir a una de las entidades que 
nuclee a bodegueros y, por su producción vitícola, también tendrá que integrarse a una sola organización que 
represente a la producción de uva. Entendemos que de esta forma estarían representados los intereses en los 
dos grandes sectores en que se abre esta producción, sin que haya una duplicación que no sería lógica. 


En el caso del Centro de Bodegueros, nuestra producción representa aproximadamente el 30% de la 
elaboración de vino. El Centro de Bodegueros es una de las organizaciones que ha venido integrando el 
Consejo Administrativo de INAVE, desde los inicios, y la elección de sus delegados se hace en asambleas 
directivas de socios, donde se elige cada cuatro años que es el período actual al representante y al suplente 
que integrarán el Consejo Administrativo. 


Actualmente, la ley establece que el INAVI esté integrado por un representante de las cooperativas, por uno 
de los Grupos CREA de viticultores, por dos de otras organizaciones de viticultores y por dos de otras 
organizaciones de bodegueros. En el caso de las organizaciones de bodegueros, en aquel momento había dos 
representaciones fundamentales, que son las que se han mantenido hasta ahora en el Consejo Administrativo 
de INAVI, y en los últimos tiempos aparecieron otras. Por eso, estamos abiertos a que se haga una 


categorización de las organizaciones, y aquellas que en esta combinación tengan los mayores puntajes serán 
las que aspiren a ocupar un lugar en el Consejo, no dejando de lado como dijo el ex Ministro Mujica la 
posibilidad de que se pueda establecer algún tipo de alianzas entre organizaciones más pequeñas para evitar 
que se produzcan mayores disparidades en las opiniones que se viertan. 


SEÑOR CHARAMELO.- Quiero saber si el Gobierno consultó a las gremiales para elaborar este 
proyecto que tiene media sanción o simplemente lo conocieron una vez que fue redactado. 


Por otra parte, en el sector existe una gran disparidad, por cuanto hay quienes son solo productores, otros que 
además producen vino, bodegas que prácticamente todo lo que producen se destina al mercado interno, otras 
que solo están abocadas a la exportación y a la producción de vinos finos, otras que hoy hacen un 
complemento importante y otras que tienen la posibilidad, debido a sus volúmenes de producción, de marcar 
una pauta importante y el precio, y otros grupos como los Grupos CREA, que vinieron a la Comisión que han 
marcado dentro de la granja una importante proyección, por cuanto apuntaron al mejoramiento de la calidad 
y lograron una tecnificación que no existía en el sector. En este sentido, quiero saber si bajando la 
representatividad dentro de dos o tres grupos se puede lograr una uniformidad de criterios. Actualmente, cada 
grupo tiene un nicho de mercado al que puede acceder de acuerdo con la problemática o al enfoque de su 
empresa, debido a que existen diferentes gremios. Por tanto, quiero saber si se considera que con esta nueva 
integración se perdería esto, debido a que muchas veces no serían compatibles los intereses de muchos 
productores, ya sean empresarios, elaboradores o productores propios. 


SEÑOR VARELA ESTELLANO.- En primer lugar, nuestra gremial no fue consultada para elaborar 
este proyecto. Cuando tomamos conocimiento de que se pretendía modificar la integración del INAVI, 
solicitamos ser escuchados pero no lo logramos. Recién una vez que se conoció el texto fuimos 
recibidos. En respuesta a ello, se introdujeron algunos cambios en la orientación inicial del proyecto, 
pero seguimos entendiendo que en lo sustantivo no se ha modificado. Uno de esos cambios fue la 
creación de una comisión asesora multitudinaria, porque está integrada hasta por organismos de 
enseñanza, que tendría la posibilidad de reunirse por lo menos dos veces por año. Esa fue la respuesta 
que se dio cuando dijimos que se estaba perdiendo representatividad y posibilidad de que se 
escucharan las distintas voces en el Consejo Administrativo de INAVI. Sin embargo, creemos que esta 
comisión no cumplirá con sus objetivos, que realmente se puede lograr cuando se integra el Consejo 
Administrativo de INAVI, que tiene una participación permanente semanal para discutir su 
funcionamiento y sus destinos. 


Por otra parte, sin duda se trata de un sector con una complejidad productiva el propio ex Ministro Mujica lo 
definió así en el que existe esa diferencia de tamaños de empresas y de mercados. Por lo tanto, si se reduce 
más el número de participantes del sector privado es mucho más difícil que todas las distintas voces puedan 
tener espacio en el INAVI para volcar sus opiniones e inquietudes. Por eso, ante esta complejidad, sería 
totalmente contraproducente reducir el número de integrantes del Consejo Administrativo. 


Dejo una copia de todo lo que he dicho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del ingeniero agrónomo Varela, que ha concurrido 
en nombre del Centro de Bodegueros del Uruguay. Por supuesto, ha quedado clara la posición de la 
organización a la que representa. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Mesa Coordinadora de la Granja) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Mesa Coordinadora de la Granja, integrada 
por el enólogo Francisco Zunino, por los señores Remo Di Leonardi, Mario Favretto y el profesor 
Fernando Cenni, a la que se agrega el ingeniero agrónomo Varela Estellano. Estamos terminando la 
ronda de opiniones vinculadas al tratamiento de la modificación de la estructura y funcionamiento del 
Instituto Nacional de Vitivinicultura. 


SEÑOR ZUNINO.- Antes que nada, queremos agradecer en nombre de la Mesa Coordinadora de la 
Granja que la Comisión nos haya recibido. 


Queremos señalar que la Mesa Coordinadora de la Granja está integrada por doce gremiales de distintos 
puntos del país, algunas específicamente vinculadas a la vitivinicultura, otras a las granjas y muchas de ellas 
cumplen una doble actividad. Si bien la vitivinicultura es una parte importante de la granja nacional, a veces 
se hace la separación de los rubros entre la horticultura, la fruticultura, y la vitivinicultura en particular. 


En el día de hoy hemos concurrido para hablar específicamente del proyecto de ley de reestructura del 
INAVL que ya tiene media sanción del Senado de la República. Con relación a la exposición de motivos que 
acompaña este proyecto de ley, queremos decir que la Mesa Coordinadora de la Granja no la comparte. Eso 
ha quedado claro con la presencia de las propias gremiales de la vitivinicultura y con la presentación de un 
documento por parte de la mayoría de las gremiales del sector en el seno de esta Comisión. 


Con relación a ese aspecto decimos que llama la atención, por ejemplo, que en esa exposición de motivos se 
exprese que uno de los factores fundamentales para promover este proyecto de ley es que cuando se creó el 
INAVI en el año 1987 no existía la Organización Internacional de la Viña y el Vino. Sabido es que esa 
Organización fue fundada en 1924, que el Uruguay es miembro desde el año 1986 y que el propio Instituto 
Nacional de Vitivinicultura en el año 1995 llevó a cabo la Asamblea General de ese organismo. Realmente, 
llama la atención que se expresen en esos términos. 


También, vamos a fundamentar en la exposición o a tratar de debatir otro hecho que nos parece no se ajusta a 
lo que ha venido pasando en todos estos años. Me refiero a la parte contable y a todo lo demás, que nosotros 
no compartimos. Creemos que los informes del Tribunal de Cuentas son claros, así como también los de la 
auditoría externa, que por ley es obligatorio que el INAVI contrate previo a la aprobación de los balances. 
Pero el informe que hizo la Auditoría Interna de la Nación adolece de una serie de errores que quedaron 
plenamente demostrados en la respuesta que dio el propio Instituto de Vitivinicultura y en la auditoría que el 
Tribunal de Cuentas hizo a posteriori. 


Vamos a analizar el proyecto de ley artículo por artículo. En este sentido, queremos manifestar que en el 
literal m) del artículo 2%, es importante hacer un agregado. Vamos a proporcionar la documentación a la 
Comisión. Donde dice: "Determinar y aplicar las sanciones por infracciones a las normas legales que regulan 
la actividad vitivinícola", planteamos que se agregue: "incluidas las bebidas destiladas y alcoholes de origen 
vínico". ¿Por qué planteamos el agregado de este párrafo? Hay una gran discusión acerca de la necesidad que 
tiene el sector de diversificar su producción, inclusive con algunas variedades de vid que la legislación ha 
determinado que ya no puedan ser utilizadas en el vino, como el caso de los híbridos. En el Uruguay se está 
comercializando grapa que no es grapa. Creemos que esta sería una buena oportunidad para analizar este 
asunto. La OIV y el Reglamento Vitivinícola del MERCOSUR establecen claramente cuál es la definición de 
ese tipo de productos, y para que toda la cadena de la vitivinicultura estuviera vinculada al contralor del 
Instituto Nacional de Vitivinicultura también debería incluirse esa situación. 


En el literal n) del artículo 2* entendemos que hay que modificar la redacción y hacer un agregado. El texto 
que proponemos es: "Ejecutar las sanciones que imponga, a cuyos efectos los testimonios de sus resoluciones 
firmes, constituirán títulos que traen aparejada ejecución, la que se regirá en lo pertinente por los artículos 91 
y 92 del Código Tributario. Son resoluciones firmes las consentidas expresa o tácitamente por el sancionado; 
las que deniegan el recurso de reposición previsto en el artículo 151 de la Ley N* 15.903 de 10 de noviembre 
de 1987". Y aquí agregaríamos: "las referidas a sentencias del Tribunal de apelaciones o cualquiera que dicte 
el Poder Judicial". El fundamento de este agregado es a los efectos de que quede claro que el INAVI, en tanto 
se esté diligenciando el procedimiento administrativo judicial sobre los distintos expedientes o sanciones que 
aplique, no podrá embargar ni impedir a las empresas el libre ejercicio de su actividad comercial. 


Lamentablemente, hoy está sucediendo que con la primera sanción ya se trata de impedir la venta de valores 
a las empresas y esto después lo vamos a ver en otro artículo posterior sin duda genera un perjuicio y, sobre 
todo, va en contra de la libertad y de las garantías que debe tener cualquier empresa administrada, en este 
caso por el INAVI, en cuanto a poder ejecutar las etapas de su defensa en los distintos expedientes. 


Con relación a los artículos que modifican la integración del actual Consejo de Administración, la 
representación de las gremiales privadas, etcétera, la Mesa, compartiendo la posición unánime de las 
gremiales vitivinícolas del sector, no está de acuerdo. Creemos que realmente es un error el hecho de 
disminuir la representación del sector privado en la conducción del INAVI, de acuerdo con lo que ha sido la 
historia y la trayectoria del Instituto. Pero también nos parece que es un grave error determinar que los 
delegados del sector privado se elijan por voto secreto y universal, porque eso va a quitarle un nexo directo 


con las gremiales del sector. Inclusive, en la propia exposición de motivos de este proyecto hay un párrafo 
que expresa que hoy el número de gremiales vitivinícolas es superior al que existía cuando en el año 1987 se 
creó el INAVI. Si el número de gremiales es superior, pero hoy se disminuye la representación y encima esa 
representación no es de las gremiales sino que va a resultar de una elección general, con voto secreto y 
universal, evidentemente uno se pregunta cuál va a ser el vínculo de relación entre ese delegado y el propio 
sector, tanto industrial como viticultor. 


En cuanto al artículo 8%, sinceramente, nos parece que habría que eliminarlo. No le encontramos sentido a 
mezclar en una especie de asamblea a gremiales vitivinícolas, que lógicamente lo que les interesa es la 
política del sector, con órganos de enseñanza, como puede ser la escuela de vitivinicultura, con docentes y 
técnicos de otros organismos de enseñanza y de investigación. La propia ley, cuando se refiere a los 
cometidos del INAVI dice que puede hacer convenios con distintas instituciones. La experiencia a lo largo de 
los años demostró que cada vez que se requería asesoramiento de alguna de estas organizaciones, se hacía 
puntualmente, sin generar una especie de asamblea, que se reuniría dos veces por año. Realmente, no le 
encontramos un sentido práctico y una razón de ser. 


Según lo que hemos leído en las versiones taquigráficas fundamentalmente de cuando se trató el tema en el 
Senado esta era la forma de sustituir el hecho de que se sacaran las gremiales del Consejo. Pero no se puede 
comparar el hecho de tomar las decisiones en un Consejo de Administración con el de reunirse dos veces por 
año con un núcleo de gente, que tiene inquietudes totalmente diferentes. 


Con relación al artículo 9” proponemos otra enmienda. La actual redacción se refiere a modificar el 

inciso primero. Nosotros planteamos que se modifiquen los incisos primero y último del artículo 150 de la 
Ley _N” 15.903. No tenemos objeción a la redacción del primero, aunque nos parece que también hay un 
hecho no menor. El INAVI maneja determinados fondos que no se gastan anualmente; uno de ellos es el 
Fondo de Protección a los Viñedos, que está básicamente destinado a indemnizar por los daños de granizo. 
Una de las críticas que en su momento hizo la Auditoría Interna de la Nación es que esos recursos no estaban 
permanentemente depositados en una cuenta del Banco República. Parece de buena administración inclusive 
para proteger los beneficios de ese Fondo que con ese Fondo vuelvo a reiterar que no tiene obligaciones 
permanentes sino solo cuando suceden daños climáticos se puedan hacer inversiones, como se hicieron en su 
momento en Bonos del Tesoro nacional, etcétera. Esto con el fin no solo de conservar el valor de ese Fondo 
sino, de ser posible, de acrecentarlo. De todas formas, no hay una objeción de fondo a la redacción del 

inciso primero. 


Sí creemos importante agregar en el último inciso lo siguiente: "Agotada la vía administrativa o judicial 
correspondiente, el Instituto Nacional de Vitivinicultura INAVI no entregará a los contribuyentes...”. Después 
la redacción se mantendría tal cual. Esto es por lo que señalábamos anteriormente. Cuando el INAVI aplica 
sanciones y la gente no cumple con el pago de las mismas, este Instituto tiene la potestad de suspender la 
entrega de los elementos de fiscalización. Esta es la forma para hacer efectivo el cobro de esas sanciones. Lo 
que no está bien repito es que se haga interrumpiendo el debido proceso y la defensa del administrado. 
Inclusive, esto está consagrado como legítimo derecho de defensa en la Constitución de la República. Fíjense 
que sí a una empresa se le niega la venta de las estampillas sin eso no puede comercializar el vino, aunque 
sea de su propiedad, se vería seriamente afectada. 


Hoy hay casos, debidamente documentados, en los que se dice al bodeguero: "Bueno, si usted firma un 
convenio de pago y renuncia a seguir la vía administrativa le vendemos las estampillas". Creemos que eso no 
está bien. Por tanto, la bodega tiene el derecho a defenderse, como lo establece la ley, en un procedimiento 
administrativo, con un recurso de reposición frente al INAVI en el tema que tiene que ver con el 
procedimiento administrativo y, eventualmente como la propia ley lo dispone también, con una demanda de 
nulidad frente al Tribunal de Apelaciones por cuestiones de legalidad. 


Lo que pretendemos con este agregado es que quede claro que se suspenderá la venta de los elementos de 
fiscalización, pero una vez agotada la vía administrativa o la vía judicial correspondiente. 


En el artículo 11 proponemos agregar un literal h) que diga: "Establecer el procedimiento administrativo que 
regulará la tramitación de todos los expedientes que diligencie, especialmente en cuanto a plazos y formas, 
que no estén previstos en las normas legales vigentes, que otorguen las garantías del debido proceso". Este 
literal es de suma importancia, ya que a la fecha no hay un procedimiento claro, como por ejemplo el previsto 
en el Decreto 500, que regula la Administración Pública. Por ejemplo, un industrial que es notificado de una 


posible sanción, tiene diez días hábiles para presentar sus descargos, pero no hay una contrapartida que fije 
un plazo razonable para que el organismo pueda responder y llevar adelante la tramitación. Hay expedientes 
que muestran que se han notificado empresas tres años después de iniciados los procedimientos, cuando los 
mecanismos de prueba y demás están agotados totalmente. 


El artículo 11 es muy importante. En su primer párrafo dice: "Los productos vitivinícolas nacionales e 
importados podrán ser controlados por el Instituto Nacional de Vitivinicultura (INAVT), a través de los 
métodos analíticos que éste determine, tendientes a cumplir con la metodología internacional, en los 
laboratorios que reúnan los requisitos por él exigidos para la realización de tales análisis", y que otorguen las 
garantías del debido proceso a los administrados". Posteriormente, en el siguiente párrafo dice: "De 
registrarse disidencias con motivo del control de genuinidad de productos vitivinícolas analizados, se podrá 
solicitar nuevo análisis a costo del interesado, quien propondrá técnico habilitado e inscripto en el Registro 
de INAVI para que presencie la pericia, en la forma y condiciones que determine el Instituto. Dicho análisis 
se realizará sobre la muestra en poder del industrial". Hasta ahí estamos totalmente de acuerdo. Lo que nos 
parece que va en contra de las garantías del industrial es lo que se pretende agregar. Esto es: "con excepción 
del análisis de relación isotópica mediante el equipo espectrómetro de masas que se realizará sobre la muestra 
en poder del organismo. Sin perjuicio de ello, el INAVI podrá aportar para ser analizada en el mismo acto, 
una de las muestras en su poder, tomándose en cuenta los dos resultados coincidentes en cuanto a si el 
producto cumple o no con las exigencias legales y reglamentarias, siendo este resultado definitivo". Ahí 
proponemos hacer el siguiente agregado: "El costo del análisis de disidencia deberá adecuarse a los valores 
del MERCOSUR y en caso que el resultado sea favorable al solicitante, el Instituto Nacional de 
Vitivinicultura deberá reintegrar el monto pagado para su realización. En tanto el Instituto Nacional de 
Vitivinicultura realice análisis isotópicos a privados" a los valores referidos en el inciso anterior "el Poder 
Ejecutivo podrá disponer que la base de datos existente a efectos de la realización de los análisis de relación 
isotópica" (...) "tenga carácter reservado al Instituto Nacional de Vitivinicultura". 


Este es un punto central porque el Uruguay hoy tiene todas las posibilidades de estar "aggiornado" a la mejor 
tecnología del mundo en cuando al control de genuinidad de los productos vitivinícolas. Se hizo un gran 
esfuerzo por parte del INAVI con recursos que el Instituto ahorró a lo largo de todos los años de su gestión y 
se invirtió más de medio millón de dólares en el año 2005 para la compra de este equipo, que es el que se usa 
en Europa y en países de la región como Argentina, Brasil y Chile. Lo que es fundamental para que este 
equipo surta el efecto necesario y para que, además, permita desregular una cantidad de normas que traen 
más que nada complicaciones a los vitivinicultores del país, es el hecho que estén las garantías. Hoy ese 
equipo es único en el Uruguay; el INAVI no hace análisis a terceros. Cuando hay una posible sanción y se 
pide una pericia analítica, el costo del análisis en Argentina y Brasil es de US$ 50, mientras que en Uruguay 
es de US$ 800, lo que no da garantías a los administrados. 


Creemos que con la redacción actual este artículo es, a todas luces, arbitrario e inconstitucional, ya que 
elimina las garantías de legítima defensa de los administrados por el INAVI, ya sean bodegueros, 
comerciantes, importadores o fraccionadores. Los métodos isotópicos se basan en la construcción de una base 
de datos estadísticos anual, que se elabora a partir de microvinificaciones que hace el propio INAVI; como 
decíamos recién, en Uruguay hay un solo equipo. Fíjense que una de las cosas más comunes en el sector 
vitivinícola es que una bodega compre vino a granel a otra bodega. Hoy en día, cuando una bodega quiere 
hacer eso no tiene posibilidad de hacer el análisis por este método para saber si el vino que está comprando es 
genuino o no, y la legislación determina que el infractor siempre es el tenedor de la mercadería. Quiere decir 
que si una empresa compra a otra y luego se constata que ese vino estaba en infracción, el responsable será 
quien lo compró, no teniendo hoy ninguna posibilidad de poder analizar previamente la compra de ese vino. 
Esto no es así en ningún país del mundo. Para citar un ejemplo, en Brasil y Argentina el organismo analiza 
vinos a terceros; esa es una manera de amortizar la compra del equipo y de brindar garantías a la gente. De lo 
contrario, se da a conocer la base de datos estadísticos que en el proyecto de ley actual se pretende que quede 
reservada exclusivamente al INAVL, de manera tal de que la persona pueda analizarlo en el laboratorio de 
otro país o en otro laboratorio en Uruguay, si en el día de mañana alguien comprara otro equipo para 
asesorar; eso no sucede hoy en día. Reitero que tanto en Argentina como en Brasil se hacen análisis a 
terceros; no se da la base de datos, se deja reservada, pero sí se hacen análisis a terceros. Hoy no hay ninguna 
posibilidad de que eso pueda suceder. De allí surge la inquietud, no en contra del método nos parece que el 
método está bien, en la medida en que se den todas las garantías, y que es una herramienta fundamental para 
la mejora del sector y para garantizar el control de genuinidad del producto, sino de esta redacción, por la que 
se deja todas las armas en manos de la Administración. Fíjense que si el día de mañana hubiera un error en la 


rotulación de una muestra los procedimientos los hacen inspectores que, como todos nosotros, son seres 
humanos, no habría posibilidades de demostrar que fue un error porque no habrá manera de hacer otro 
análisis ni de cotejar esa muestra. Tampoco sucederá eso si se establece que, en el caso de los análisis 
isotópicos, las pericias analíticas solo se harán con la muestra en poder del INAVI; no hay dudas de ello. 


SEÑOR CHARAMELO.- Quiero formular una pregunta. 


En la exposición de motivos se aduce que se necesita reformular el INAVI para llevar adelante políticas y 
realizar un mejoramiento. Se expresa que es necesario mejorar el funcionamiento del Instituto. Para llevar 
adelante todo lo que plantean, para lograr estas transformaciones que, en muchos casos, son administrativas, 
pregunto: ¿es necesario conformar un Instituto en el cual el Gobierno tenga la mayoría? ¿Todos estos 
cambios de mejoramiento que han esbozado las gremiales que han coincidido en que luego de veinte años de 
la creación del Instituto, se hace indispensable un reordenamiento se harán con la condición "sine qua non" 
de que haya que bajar la representación y tener mayoría? 


SEÑOR DI LEONARDI.- Nosotros creemos que no es así. Desde hace tiempo que reclamamos que las 
políticas que se diseñan para el sector deben estar por encima de los Gobiernos de turno. Tanto en el 
sector de la granja como en el de la viticultura, cuando se diseña una política se debe apuntar a que sea 
a mediano y largo plazo. Precisamente, hemos venido reclamando que necesitamos políticas 
consensuadas, por encima de los Gobiernos de turno. 


Evidentemente, creemos que quitar la mayoría al sector privado no es una señal positiva; es más: nosotros 
estamos acompañando, y en la Mesa de Entidades Granjeras, desde el sector de la granja siempre vimos con 
buenos ojos el funcionamiento del INAVI. Nosotros venimos reclamando un ámbito de trabajo similar, 
porque si bien tenemos muchos ámbitos en que podemos plantear nuestras ideas, no dejan de ser solo ideas, 
primando luego los lineamientos del Gobierno de turno; no hay manera de cambiar eso. Inclusive, si tenemos 
en cuenta la composición del Consejo Directivo, los integrantes del Poder Ejecutivo obedecen a la política 
del Gobierno de turno y no a políticas que se diseñen a mediano y largo plazo. Por eso, nos parece 
absolutamente inoportuno y una señal que no podemos compartir bajo ningún concepto, que a la hora de 
diseñar las políticas la parte privada, que en definitiva es la que corre con todos los riesgos, no tenga la 
posibilidad de tomar decisiones; al no tener siquiera participación preceptiva, primará la política que se 
imponga en ese momento. Creemos que ese no es el mejor camino. Pensamos que la parte privada es la que, 
en definitiva, debe exponer sus puntos de vista como sucede en los países de avanzada en el mundo y 
hacerlos valer con argumentos sólidos. Ya no resiste el menor análisis que ningún sector, especialmente el de 
la fruticultura y el de la viticultura, puede estar propenso a los cambios intempestivos que se dan. No estoy 
haciendo un análisis de estricta crítica política, sino que me refiero a la necesidad de desarrollo del sector. No 
podemos ser rehenes de las políticas específicas de cada Gobierno. Se quita la mayoría de delegados privados 
en el INAVI. En la Junta Nacional de la Granja también nos sucede algo similar; allí padecemos las 
decisiones, y los integrantes del Consejo reconocen que deben obedecer a los lineamientos que determina el 
Poder Ejecutivo. Por eso no vemos con buenos ojos, bajo ningún concepto, este tipo de situaciones, tanto a 
nivel gremial como de los asociados que integran nuestras instituciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos comentar que el señor Diputado Casas, Representante por San 
José, integrante de esta Comisión, dejó un saludo, anunciando que no podría concurrir porque tenía 
una actividad en su departamento vinculada con los productores de leche. 


Por otra parte, destacamos la presencia del señor Diputado Espinosa, Representante por Canelones. 


Sin querer apurarlos, les comentamos que, en breve, comenzará una sesión de la Asamblea General. Decimos 
esto a efectos de que se termine el análisis del articulado, que estaba siendo bien detallado. 


SEÑOR ZUNINO.- Para terminar con el articulado, queremos hacer un comentario con relación al 
artículo 15, que creemos refiere a lo que planteaba recién el señor Diputado Charamelo en cuanto a si 
es necesario que haya mayoría estatal para poder diseñar políticas. En ese sentido, podríamos citar dos 
ejemplos: uno anterior y otro actual. A lo largo de los años, los distintos Gobiernos que pasaron por el 
país trabajaron a nivel de la vitivinicultura con el INAVI y, es más: dieron la responsabilidad al INAVI 
de llevar adelante las negociaciones, dentro del MERCOSUR, en lo que tiene que ver con la 


vitivinicultura. Eso culminó con la creación de un Reglamento Vitivinícola del MERCOSUR que 
estableció las bases por las cuales Argentina y Brasil, que son grandes productores de vino, no 
aniquilaron a la vitivinicultura uruguaya. Se llegó a hacer un documento técnico político con bases 
sólidas que hoy permite que el sector siga funcionando, y allí estaba la mayoría del sector privado. Si 
uno analiza la historia del INAVI, advertirá que nunca hubo grandes divergencias entre el Poder 
Ejecutivo de turno y los integrantes del sector privado; siempre se ha actuado por consenso, y lo digo 
en presencia del ingeniero Varela Estellano, quien durante algunos años fue Consejero del Instituto y 
puede opinar al respecto. Sin embargo, en la actualidad se ha producido un hecho que preocupa mucho 
a la Mesa hoy de tarde tendremos una reunión en Cancillería por ese tema: se firmó un acuerdo entre 
el Gobierno de Uruguay y Chile por el cual se habilita a partir del 1” de enero de 2009 la importación 
de frutas y vinos con arancel cero. Si se hubiera pedido el asesoramiento preceptivo del INAVI, como lo 
establece la ley actual, se podrían haber evitado algunos riesgos para el sector, sin menoscabar el 
interés general del país, por cuanto quizás sea bueno que ese tipo de acuerdos se hagan, pero 
adoptando determinadas salvaguardas. Digo esto porque viene a colación del comentario que 
queremos realizar con relación al artículo 15. 


El numeral 2) del artículo 15 determina: "Establecer el rendimiento máximo de producción de uva por 
variedad y por hectárea, con destino a la vinificación para el mercado interno u otros destinos". Precisamente, 
hoy, los vinos uruguayos, básicamente los vinos finos o de mesa en envase de hasta un litro, tienen una dura 
competencia en el mercado interno con los vinos provenientes de Argentina con arancel cero. Lo mismo 
pasará a partir del 1* de enero con los vinos chilenos. En Chile y en Argentina no hay una autolimitación de 
rendimiento de kilos por hectárea. ¿Cómo puede competir un productor uruguayo con las mismas 
herramientas cuando tiene esta situación, cuando no puede producir más de determinada cantidad de kilos y 
cuando en Argentina y en Chile producen dos y tres veces más, con un costo menor? Digo esto nada más que 
como reflexión. 


Hemos analizado el artículo 16 y hemos preguntado sobre él, pero no encontramos explicación ni sentido. 
Allí se establece: "Las personas físicas o jurídicas que realicen actividades de fraccionamiento de vinos, 
sidras u otros productos vitivinícolas, deberán inscribirse en un plazo de sesenta días a contar de la 
promulgación de la presente ley, en el registro que a esos efectos lleva el Instituto Nacional de Vitivinicultura 
(...)". Si las empresas que fraccionan vino son las bodegas o las sidrerías, estas están todas registradas en el 
INAVL,; se establecería hacer un trámite que ya está hecho. Si lo que se pretende con este artículo es que se 
deban inscribir ante el INAVI todos los comercios del país que fraccionan las damajuanas de diez litros de 
vino, sería una locura, cuando sabemos, por ejemplo, que cuando se comete alguna infracción por algún 
fraccionador de las damajuanas de vino, en general, se hace por parte de comercios de barrio que ni siquiera 
están registrados en la Dirección General Impositiva ni en el Banco de Previsión Social. Entonces, realmente 
no hemos podido encontrar el sentido que tiene este artículo. Queríamos manifestarlo así porque no lo 
entendemos. 


En lo que tiene que ver con las disposiciones transitorias, discrepamos totalmente con la redacción que se ha 
dado. Nos parece si el Poder Ejecutivo dice que es su prioridad aprobar este proyecto de ley tal como está 
como se ha manifestado en varios ámbitos y que tiene los votos para hacerlo, no tiene sentido que haya una 
transición en la que queden al frente del INAVI exclusivamente los delegados oficiales. Nos parece que sería 
más transparente que se mantuviera el Consejo de Administración actual y que cuando se designara a la 
totalidad de las nuevas autoridades del INAVI se procediera a la sustitución. De lo contrario, no entendemos 
el sentido de decir que cesará el Consejo de Administración actual a los treinta días de aprobada la ley. 
Mientras no se designa a los delegados del sector privado que integrarán ese nuevo Directorio o Junta como 
establece el proyecto de ley, el INAVI funcionará exclusivamente bajo la égida de los delegados oficiales. 
Creemos que esa es una muestra de que lo que realmente se pretende hacer es estatizar el funcionamiento del 
Instituto. Si hubiera voluntad, eso se resolvería, agregando, en el literal a) la frase: "Hasta tanto se designe la 
totalidad del Directorio previsto en la presente ley". 


Esas son las cuestiones de redacción y de forma que queremos plantear. 


Para terminar esta primera parte, queremos decir que hay otro aspecto que figura en la exposición de motivos 
y que hemos escuchado permanentemente, que la experiencia del funcionamiento del INAVI demuestra que 
no es así, que tiene que ver con el hecho de que se diga que el actual Consejo de Administración del INAVI 
no puede aplicar sanciones porque, al tener mayoría de delegados privados, es juez y parte. Eso no ha 


operado así; por el contrario, el equilibrio que hay entre la cantidad de viticultores y bodegueros, Grupo 
CREA y cooperativas demuestra que, precisamente, hay ecuanimidad en el momento de analizar los casos. 
Hasta hace un tiempo, cuando el Consejo de Administración del INAVI trataba los expedientes, estos 
llegaban de manera innominada, de forma tal de que quienes votaban no sabían a quién estaban sancionando. 
No obstante, como creo que es bueno que las cosas se dejen bien asentadas, presentando documentación, y en 
virtud de que me parece que esta es una buena oportunidad para que quede asentado, además, en la versión 
taquigráfica, quiero decir que el INAVI ha tenido en estos últimos tiempos dos etapas: una en la que, a pedido 
de los delegados oficiales, se otorgó la potestad de que aplicara las sanciones, primero, la Mesa Ejecutiva del 
INAVI, integrada por el Presidente y un miembro del sector privado, y otra en la que, una vez disuelta esa 
Mesa Ejecutiva a partir de fines de febrero de este año o de principios de marzo, se determinó que las multas 
las pusiera una Comisión llamada de Lectura de Expedientes o de Análisis de Expedientes, integrada por tres 
delegados oficiales del Poder Ejecutivo y algunos asesores del Instituto. Desde marzo a la fecha, podemos 
decir que se ha sancionado equivocadamente a varias empresas. Por ejemplo, según el expediente 

N* 135.449, de 17 de julio de 2007, que tuvo la sanción el 4 de abril de 2008, se aplicó a una empresa una 
multa de 200 UR más $ 11.000, con decomiso de mercadería, sin dar previa vista a la firma. Lo que es más 
grave, en la resolución se expresa que se confirió vista a la firma y que esta formuló descargos que, a juicio 
de la Asesoría Técnica, no justifican la infracción constatada. Eso no ocurrió. Pueden pedir el expediente al 
INAVI para confirmar que fue así. Ese expediente fue tratado por los servicios técnicos del INAVI y, 
posteriormente, por esa Comisión de Lectura de Expedientes, que lo tuvo cinco meses para su estudio y 
aplicó esa sanción que hoy está en la vía de un recurso de reposición. 


Según el expediente N* 128.607, se tomaron muestras el 28 de enero de 2007 que dieron índices de alto tenor 
de acidez volátil, lo que indica que ese vino no estaba en condiciones, pero recién se notificó de ello el 14 de 
abril de este año, por lo que la muestra sobre la que se hizo el análisis está vencida. Ese expediente se archivó 
en el INAVÍI. 


Otro hecho similar ocurrió, según el expediente N* 128.302, que se inició con una extracción de muestras de 
sidra el 22 de noviembre de 2005. Se trató de un largo proceso administrativo en el cual se cometieron todo 
tipo de irregularidades, con un cierre preventivo que, de acuerdo con la legislación, no puede ser de más de 
cinco días, y se mantuvo la empresa cerrada por doscientos veintiún días. No hay ninguna sanción que pueda 
aplicar el INAVI que tenga ese plazo de clausura. Es más: luego se verificó que todas las sidras del país 
tenían la misma sustancia que la de esa empresa que supuestamente cometió una infracción. Se dio 
facilidades a todas las sidrerías para que corrigieran esa situación. Sin embargo, a aquella empresa se la cerró 
y hoy, treinta meses después, cuando al resto de las sidrerías no se les aplicó sanción, fue notificada de una 
multa de 1.000 unidades reajustables. Ese expediente hoy está en el Tribunal de Apelaciones. 


Puedo mencionar otros hechos que han ocurrido durante la última vendimia como, por ejemplo, el que figura 
en el expediente N* 143101. Una de las principales empresas exportadoras del país que ha hecho un proceso 
de reconversión fundamental, que hace raleo de producción, o sea que tira decenas de miles de kilos de uva 
para obtener mejor calidad, hizo una corrección enológica que se llama chaptalización, que es agregar azúcar 
para mejorar el grado de un vino de exportación por condiciones naturales. Fue sancionada por dos bolsas de 
azúcar, por cien kilos de azúcar, una cantidad insignificante. Esa empresa transportó el azúcar veinticuatro 
horas antes para depositarla en un lugar, porque al día siguiente no podía ir a buscarla debido a que está en la 
zona rural del departamento de Canelones. Por esa infracción de dos bolsas de azúcar se la cerró justo cuando 
tenía compradores del exterior. En una palabra, se la "enchastró", y al día de hoy todavía no ha finalizado el 
procedimiento. 


Otro hecho similar es el que figura en el expediente N” 143190, en el que una empresa que tenía que hacer 
una posterior corrección, debido a un aumento en el precio del azúcar, compró la cantidad que necesitaba, la 
llevó y no la depositó en la bodega sino en un establecimiento que estaba a dos kilómetros. Se le decomisó el 
azúcar y se la acusó de hacer un grave fraude. Es más: una alta jerarquía del INAVI, en el mostrador del 
Instituto, frente a funcionarios y a colegas que estaban haciendo trámites, la acusó en términos bastante 
graves y le dijo que la única manera de cambiar esa situación era que firmara aceptando que ese azúcar era 
para cometer una infracción, cuando no era verdad. 


Podríamos citar otros ejemplos, como el que figura en el expediente N* 145376. Se trata de una bodega que 
tiene un stock de un millón y medio de litros de vino y que en el mes de junio pidió para hacer una 
edulcoración a fin de endulzar el vino, o sea que ahí no hay ninguna posibilidad de hacer algún tipo de 


maniobra. Compra una bolsa de más por error, que la tiene a la vista cuando llegan los inspectores a hacer el 
control, y por ese motivo se resuelve cerrar la bodega. En un hecho que nunca se había visto en la historia del 
Instituto, se manda al cuerpo inspectivo a efectuar el cierre preventivo de esa bodega por esa presunta 
infracción. A tales efectos, el Acta N” 02377 del Departamento Inspectivo del 24 de junio de 2008 establece: 
"(...) con el cometido de realizar (...) extracción general de muestras y cierre preventivo, no pudiendo dar 
cumplimiento a lo dispuesto por una orden impartida en forma telefónica del SUB JEFE DE INSPECCIÓN 
(...) quien manifestó haber recibido la misma en forma directa del integrante de la comisión coordinadora SR. 
ARAMIR SILVA. Para constancia de lo actuado previa lectura de la misma firman de conformidad los 
funcionarios actuantes y el señor representante quien recibe copia fiel (...)". 


Más allá de que ese procedimiento no tenía razón de ser, lo que es grave es que se mande a un cuerpo 
inspectivo y, cuando está por cumplir con la orden que le mandaron, un integrante de la Mesa Coordinadora 
del INAVI ordene que no se haga. Posteriormente, a las cuarenta y ocho horas, se produce el cierre. 


Estas cosas muestran que el manejo del INAVI no depende de que haya mayoría del Estado sino de que las 
cosas se hagan con conocimiento de causa y con procedimientos correctos. 


Podríamos mencionar expedientes a nivel de viñedos, pero no lo vamos a hacer en aras de ser breves. A modo 
de ejemplo, de acuerdo con controles que se hacen en 2005, se aplican sanciones en 2008, cuando esos 
viñedos sufrieron tres cosechas distintas y la gente no tiene posibilidad de hacer pericias, de probar que no es 
real el motivo por el que se la quiere sancionar. 


Actualmente, en el INAVI se están dando situaciones problemáticas que el gremio de funcionarios nos hizo 
conocer, sabiendo que íbamos a mantener esta reunión. Por ejemplo, en febrero de este año se hizo un 
informe sobre el área informática. Después se hizo una auditoría al sistema informático de INAVI totalmente 
irregular, en horas de la noche, sin la presencia de los funcionarios y sin las garantías del debido proceso. 


Ponemos estos asuntos sobre la mesa para que se vea que no hay que cambiar esta situación por un tema de 
mayorías o minorías. Lo que requiere el Instituto es lo que pasó a lo largo de la historia es que la gente que lo 
conduzca sea idónea en la materia, que los delegados del Gobierno tengan conocimiento de causa y trabajen 
coordinadamente, como se hizo siempre con las gremiales. 


SEÑOR CHARAMELO.- Son bastante duras algunas de las denuncias que se están haciendo aquí, de 
las que recién tomo conocimiento. ¿Está en conocimiento de la Justicia este tipo de irregularidades? Si 
se cierra una empresa por 221 días y está mal hecho el procedimiento, alguien va a tener que pagar esa 
ineficacia. Me gustaría que explicara cuál ha sido el proceso de los damnificados en esta situación, 
porque no es una tema menor el que se plantea en la Comisión. Han venido diferentes gremiales y es la 
primera vez que se plantea esto. Siempre se habló específicamente de los pro y los contra del proyecto, 
pero no se manifestó este tipo de cosas, que no son irregularidades superficiales. 


SEÑOR CENNI.- Conozco el caso particular de esa empresa que fue cerrada por 221 días. La solución 
que se planteó en los descargos pertinentes fue la que adoptó el Instituto luego de cuatro o cinco meses. 
En esos descargos, que figuran en el expediente que enunció el señor Zunino, se explicó que las sidras 
que poseía la empresa no habían sido adulteras, sino que a través de un método natural y normal de la 
manzana se produjo el metanol, motivo por el cual se cerró la empresa. A partir de allí se hizo un 
estudio en todas las empresas sidreras y resultó que la mayoría tenía ese problema. A raíz de eso se 
buscó una solución ecuánime para todas y en su momento se dijo que esta empresa en particular no iba 
a tener ningún tipo de sanción. Sin embargo, la empresa estuvo mal cerrada por mucho tiempo, se vio 
perjudicada y está al punto de un colapso económico. Al no poder comercializar sus productos no pudo 
continuar con la cadena de pagos. Además, hoy se la está multando con 1.000 unidades reajustables 
extras. Además, se le decomisó el producto, que obviamente ya no tiene esa concentración porque en su 
momento se le dijo cómo se podría solucionar el problema. En efecto, el Instituto termina dando la 
razón al industrial y le dice que el producto se tendría que cortar con otras sidras que no tuvieran ese 
porcentaje de metanol, para disminuir su concentración. Cuando el producto se edulcora es decir, se 
hace sidra leve; primero se hace sidra seca y, luego, cuando se produce la sidra leve, que es cuando se 
agrega agua y azúcar, bajan los tenores, tanto de acidez volátil como de metanol queda dentro de los 
parámetros permitidos y normales. No obstante, se le multó con 1.000 unidades reajustables. 
Actualmente, esta empresa presentó un recurso de nulidad ante el Tribunal de Apelaciones que le 


correspondió por Turno, y estamos a la espera de que se revierta la situación, más allá de que esté 
evaluando y prácticamente lo tiene decidido hacer un juicio por daños y perjuicios al Instituto, por el 
grave inconveniente que le ocasionó. 


También existen otros expedientes con irregularidades y otros casos a los que ni siquiera se dio la posibilidad 
de escuchar los descargos. En algunos casos, los descargos no se adjuntaron en tiempo y forma al expediente. 
Cuando se dictó una resolución se constató que no existían los descargos. Se presentó la copia de los 
descargos que estaba en poder del industrial, que fuera presentada en tiempo y forma, donde obviamente se 
declara lo que sucedió, pero en ese expediente se toma la misma resolución que antes, sin haber tenido en 
cuenta los descargos. Hay varias situaciones como esta. El industrial no puede trabajar y se le dice: "No le 
vendo elementos de fiscalización porque tiene un expediente en trámite; si no, firme acá que le hacemos un 
convenio de pago por una infracción por tantas unidades reajustables". De esta manera, el industrial termina 
haciendo un acuerdo para seguir trabajando. No acceder a los elementos de fiscalización es algo así como la 
clausura por parte de la DGI. 


No quiero ser demasiado pasado, pero insisto en que se trata de un cierre, y nuestra Carta Magna consagra en 
su artículo 7” el derecho al trabajo. Es fundamental que se den las garantías del debido proceso para que esto, 
que sucede sobre todo con abuso y exceso de poder esa es la definición, no pase.. 


SEÑOR ESPINOSA.- Como no integro esta Comisión, agradezco al Presidente y al resto de los colegas 
que me permitan hacer algunas reflexiones. 


No voy a puntualizar los matices o diferencias que podamos tener con respecto al texto del proyecto que ha 
presentado el Poder Ejecutivo, pero como hombre de Canelones voy a trasladar una inquietud, que creo que 
es lo fundamental y lo macro, vinculada con la nueva integración del Consejo Administrativo. 


Digo con todo respeto que aún no he podido tomar conocimiento de por qué se tomó esta determinación, por 
qué se presenta esta propuesta que es antagónica de la pelea que históricamente ha mantenido el sector 
vitivinícola, que es la representación. ¡Y vaya si el INAVI avanzó en logros, en éxitos, cargados de 
muchísimas dificultades, en una reconversión que por momentos fue tortuosa, que lamentablemente dejó 
gente por el camino, que se logró con esfuerzo, experiencia y capacidad, pero fundamentalmente con el 
timón de un sector privado que hoy ve cercenadas sus posibilidades por una integración en la que la mayoría 
la tendría el Gobierno de turno! Digo esto no para evitar erróneas interpretaciones sino porque el sector 
vitivinícola debe contar con políticas de Estado que trasciendan los Gobiernos. Si cada Gobierno va a 
modificar los estatutos, su conformación y los distintos aspectos que tienen que ver con su funcionamiento y 
contralor, nos parece poco probable que se pueda llegar a buen puerto, porque seguramente tentados por 
cuestiones políticas o de designaciones, inclusive de los futuros Gobiernos, podrán surgir representaciones 
del sector público que no interpreten claramente las necesidades de la realidad del sector vitivinícola a nivel 
nacional. Este sector se ve expuesto a cantidad de problemas y dificultades, al riesgo de que se importe el 
mismo producto, a coyunturas que no dependen de un conocimiento estatal o de políticas circunstanciales 
sino de estar permanentemente sufriendo como lo hacen el productor, el industrial y el bodeguero y mamando 
de esa experiencia y de esas dificultades que debe enfrentar todos los días. 


Queremos advertir el gravísimo riesgo que se estaría corriendo al proponer esta integración, excluyente de los 
trabajadores del sector, de los que hoy invierten y apuestan a un futuro próspero y que seguramente piensan 
que su palabra y su opinión será cercenada. Nos parece muy poco justo que quien vaya a presidir el Consejo 
Administrativo tenga doble voto, donde claramente los representantes del Gobierno de turno tendrán la 
palabra. 


¡Ojalá sea para bien! El mundo está cargado de algunas tentaciones. Esperamos que este no sea el caso. El 
Gobierno tiene la mayoría como para aprobar el proyecto tal como está redactado. Seguramente, el anhelo de 
todas las personas vinculadas al sector, de las gremiales que quedarán afuera, de los bodegueros que no se 
sentirán totalmente representados, de los industriales y de quien la pelea todos los días, del pequeño y 
mediano productor, no tendrá voz para hacerse escuchar. 


SEÑOR GUARINO.- Hemos escuchado con mucha atención las sugerencias, críticas y aportes que se 
hicieron del proyecto, que seguramente analizaremos cuando la Comisión comience su discusión. No es 


de práctica parlamentaria discutir en este momento sobre el proyecto sobre el que, notoriamente, 
existen matices entre nosotros en presencia de los invitados. Sí podemos anotar y escuchar las 
sugerencias con mucho cuidado. Creo que hoy se hicieron aportes importantes en algunos temas. 


Más allá de que siempre es bienvenida toda denuncia de eventuales irregularidades o actuaciones que no 
correspondan en cualquier organismo público, lo que hoy nos interesa esencialmente es conocer la opinión 
sobre el proyecto y no sobre la gestión actual del INAVI, que podría ser hasta motivo de otra entrevista la 
podría solicitar la Mesa Coordinadora de la Granja o el señor Zunino, que fue quien hizo las denuncias, 
porque siempre es bueno que los parlamentarios, sobre todo quienes actuamos en el sector, estemos 
enterados. En todo caso, estas denuncias no hacen al fondo de la discusión, porque la actual integración del 
INAVI tiene mayoría de los productores, tanto bodegueros como plantadores de vid. 


Por lo tanto, solicito que la reunión se centre en el tema motivo de la convocatoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería interesante que nos proporcionaran una copia del articulado propuesto, 
pues puede ser un elemento importante para analizarlo con más detenimiento. 


SEÑOR ZUNINO.- Quiero aclarar que no vengo a plantear estos temas a título personal sino en 
nombre de la Mesa Coordinadora de la Granja. 


Hemos venido a hablar del proyecto de ley. Los ejemplos que nosotros planteamos son meros expedientes, 
aunque ustedes lo consideren denuncias. Nosotros los planteamos para demostrar que hoy en el tratamiento 
de expedientes está operando el sistema establecido en el proyecto. Esa es la realidad. El Consejo de 
Administración actual, que sí tiene mayoría privada, delegó en los tres delegados por pedido expreso de los 
delegados del Poder Ejecutivo, es decir la mayoría oficial en el seno del Consejo del INAVI, este tipo de 
sanción y demás. Ese era el motivo, y no venir aquí a plantear denuncias. Lo pusimos a título de ejemplo para 
demostrar que las cosas no funcionan mejor o peor porque haya una mayoría privada o una mayoría oficial. 


SEÑOR DI LEONARDI.- Quiero ratificar que quienes integramos la Mesa Coordinadora de la Granja 
nunca nos referimos a ningún tema en forma personal, sino que todo es consensuado en el seno de las 
gremiales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy rica esta participación y, por supuesto, vamos a seguir 
analizando el tema con profundidad y seriedad en la Comisión a los efectos de irnos formando opinión 
en los próximos días respecto al proyecto en discusión. 


Les agradecemos su presencia y quedamos a sus órdenes. 
(Se retira de Sala la delegación de la Mesa Coordinadora de la Granja) 


(Se suspende la toma de versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


